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INTRODUCCIÓN 
El amparo ha sido concebido en todos los países latinoamericanos como un medio 

judicial extraordinario especialmente establecido para la protección de los derechos 
constitucionales, contra los agravios o amenazas infligidos contra los mismos por parte de 
autoridades y de particulares. Aun cuando ha sido indistintamente calificado como acción, 
recurso o juicio, en realidad, en todos los casos se trata de un proceso constitucional que 
cuyo objetivo es una orden judicial de amparo, protección o tutela de los derechos violados 
o amenazados de violación.1 

Este medio judicial extraordinario de protección no sólo es una de las piezas más 
importantes del sistema constitucional latinoamericano, sino quizás la más 
“latinoamericana” de todas las que lo conforman, habiendo incluso influido en la adopción 
en otros países de instituciones similares, como en años recientemente ocurrió en Filipinas 
con la creación del Writ of amparo a través de reglas dictadas por la Corte Suprema de ese 
país, en septiembre de 2007.2  

Después de su introducción en México, en la Constitución en México en 1847, el 
proceso de amparo comenzó a extenderse durante el siglo XIX en América Latina, dando 
origen en todos los países a una diferente y específica acción o recurso exclusivamente para 
la protección de los derechos y libertades constitucionales, llegando en algunos casos a 
convertirse, incluso, en una institución procesal más protectiva que el amparo mexicano,3 
particularmente antes de las reformas de la Ley de Amparo de 2013. Así, además del 
recurso de habeas corpus que se generalizó en casi todos los países, el amparo fue 
introducido en las Constituciones de Guatemala (1879), El Salvador (1886) y Honduras 
(1894); y durante el siglo XX, en las Constituciones de Nicaragua (1911), Brasil (mandado 
de segurança 1934), Panamá (1941), Costa Rica (1946), Venezuela (1961), Bolivia, 
Paraguay, Ecuador (1967), Perú (1976), Chile (recurso de protección, 1976) Colombia 

                                                        
1 Véase en general, desde el punto de vista comparado, Héctor Fix-Zamudio y Eduardo Ferrer Mac-Gregor (Coord.), 

El derecho de amparo en el mundo, Edit. Porrúa, México 2006; Allan R. Brewer-Carías, El amparo a los derechos y 
libertades constitucionales. Una aproximación comparativa, Cuadernos de la Cátedra de Derecho Público, n° 1, 
Universidad Católica del Táchira, San Cristóbal 1993, 138 pp.; también publicado por el Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, (Curso Interdisciplinario), San José, Costa Rica, 1993, (mimeo), 120 pp. y en La protección 
jurídica del ciudadano. Estudios en Homenaje al Profesor Jesús González Pérez, Tomo 3, Editorial Civitas, Madrid 
1993, pp. 2.695-2.740; Allan R. Brewer-Carías, Mecanismos nacionales de protección de los derechos humanos 
(Garantías judiciales de los derechos humanos en el derecho constitucional comparado latinoamericano), Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos, San José 2005; Constitucional Protection of Human Rights in Latin America. 
A Comparative Law Study on the amparo proceeding, Cambridge University Press, New York, 2008; y “Ensayo de 
síntesis comparativa sobre el régimen del amparo en la legislación latinoamericana,” en Revista Iberoamericana de 
Derecho Procesal Constitucional, nº 9 enero-junio 2008, Editorial Porrúa, Instituto Iberoamericano de Derecho 
Procesal Constitucional, México 2008, pp. 311-321.  

2  “The Rule of the Writ of Amparo”, Supreme Court of Philippines, 2007. 
3  Véase Joaquín Brague Camazano, La Jurisdicción constitucional de la libertad. Teoría general, Argentina, México, 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, Editorial Porrúa, México, 2005, pp. 156 ss. 



(acción de tutela, 1991). Desde 1957, y mediante precedentes judiciales, la acción de 
amparo fue admitida en Argentina, habiendo sido regulada por Ley en 1966, y luego 
incorporada en la reforma constitucional de 1994. En la República Dominicana, desde 2000 
la Corte Suprema también admitió el amparo, el cual también fue regulado posteriormente, 
mediante la Ley de Amparo (2006), y en 2010 en las normas de la Constitución; cuyas 
normas se desarrollaron en 2011, en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y de los 
Procesos Constitucionales. Solamente en Cuba el amparo carece de regulación 
constitucional. 

Con excepción de Chile donde el recurso de protección está regulado en un Auto 
Acordado de la Corte Suprema de Justicia, en el resto de los países de América Latina, el 
amparo está regulado en leyes, que en algunos casos son leyes específicas para regular la 
acción de amparo como sucede en Argentina, Brasil, Colombia, México, Nicaragua, 
Uruguay y Venezuela. En otros casos, la legislación dictada, además de regular la acción de 
amparo, también contiene regulaciones en relación con otros medios judiciales de 
protección de la Constitución, como las acciones de inconstitucionalidad y las acciones de 
habeas corpus y habeas data, como es el caso Bolivia, Guatemala, Perú, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Honduras y República Dominicana. Sólo en Panamá y en Paraguay 
el proceso de amparo está regulado en un Capítulo especial en los respectivos Códigos de 
Procedimiento Civil o judicial.4  

En la gran mayoría de los países latinoamericanos, además de la acción de amparo, las 
Constituciones siempre han regulado el recurso de habeas corpus como medio judicial 
aparte para la protección de la libertad e integridad personales. Es el caso de Argentina, 
Bolivia (acción de libertad), Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, República Dominicana, 
Ecuador, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay. 

Sólo en algunas Constituciones como la de Guatemala, México y Venezuela, el proceso 
de amparo está concebido como una acción para la protección de todos los derechos y 
libertades constitucionales, incluyendo la libertad personal, en cuyo caso el habeas corpus 
es considerado como un tipo de acción de amparo, denominado por ejemplo como acción 
de exhibición personal (Guatemala) o amparo para la protección de la libertad personal 
(Venezuela).  

Por otra parte, más recientemente, en algunos países como Argentina, Bolivia, Ecuador, 
Paraguay, Perú y Venezuela, además de la acción de amparo y de la de habeas corpus, las 

                                                        
4  Las siguientes son las leyes que regulan el amparo en América Latina: ARGENTINA. Ley Nº 16.986. 

Acción de Amparo, 1966; BOLIVIA. Ley Nº 254. Código Procesal Constitucional 
2012; BRAZIL. Lei Nº 12.016 Mandado de Segurança, 2009; COLOMBIA. Decretos 
Ley N° 2591, 306 y 1382. Acción de Tutela, 2000; COSTA RICA. Ley Nº 7135. Ley 
de la Jurisdicción Constitucional, 1989; ECUADOR. Ley Orgánica de Garantías 
Constitucionales y Control de Constitucionalidad, 2009; EL SALVADOR. Decreto 
2996, Ley de Procedimientos Constitucionales, 1960; GUATEMALA. Decreto Nº 1-
86. Ley de Amparo. Exhibición personal y Constitucionalidad, 1986; HONDURAS. 
Ley sobre Justicia Constitucional, 2004; MÉXICO. Ley de Amparo, reglamentaria de 
los artículos 103 y 107 de la Constitución Política, 2013; NICARAGUA. Ley Nº 49. 
Amparo, 1988; PANAMÁ. Código Judicial, Libro Cuarto: Instituciones de Garantía, 
1999; PARAGUAY. Ley Nº 1.337/88. Código Procesal Civil, Titulo II. El Juicio de 
Amparo, 1988; PERÚ. Ley Nº 28.237. Código Procesal Constitucional, 2005; 
REPÚBLICA DOMINICANA. Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y de los 
Procesos Constitucionales, 2011; URUGUAY. Ley Nº 16.011. Acción de Amparo, 
1988; VENEZUELA. Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 
Constitucionales, 1988, reformada en 2014. 

 



Constituciones han establecido otra acción distinta, llamada de habeas data (o protección de 
privacidad), mediante la cual las personas pueden formular peticiones para obtener 
información sobre sí mismas que estén contenidas en archivos, registros y bancos de datos, 
públicos o privados, y en caso de información falsa, errada o discriminatoria, pueden 
solicitar su eliminación, confidencialidad o corrección. 

Puede decirse que el amparo fue originalmente concebido como un medio de 
protección de las personas frente a las acciones u omisiones del Estado y sus funcionarios 
violatorias de los derechos fundamentales, lo que no ha impedido su extensión progresiva 
como medio de protección contra particulares. Ello ha conducido a que excepto en Brasil, 
El Salvador, y Panamá donde la acción de amparo sólo se admite contra autoridades, en el 
resto de los países latinoamericanos la acción de amparo se admite contra particulares, en 
algunos casos sin distinción de ningún tipo como sucede en Argentina, Bolivia, Chile, 
República Dominicana, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela; y en otros casos, en forma 
restrictiva sólo respecto de ciertos individuos o empresas privadas concesionarias de 
servicios públicos, con poderes públicos delegados o que estén en ciertas situaciones de 
poder en relación con la colectividad, como es el caso de Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
Guatemala y Honduras. En el caso de México, con la reforma de la Ley de Amparo de 2013 
se estableció también la posibilidad de amparo contra particulares  pero sólo cuando éstos 
“tengan la calidad de autoridad responsable.” 

Ahora bien, partiendo del común denominador de que la acción de amparo existe  en 
general como medio de protección de los derechos fundamentales contra las actuaciones u 
omisiones del Estado y los funcionarios que los violen o amenacen violar, ello debería 
implicar como se deduce de la orientación establecida en el artículo 25 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, que todos los actos, vías de hecho y omisiones de las 
autoridades públicas deberían poder ser objeto de la acción de amparo, cuando mediante 
ellos se violen o amenacen derechos constitucionales, sea que emanen de autoridades 
legislativas, ejecutivas o judiciales. 

Es en este sentido que, por ejemplo, la Ley de Amparo de Guatemala dispone el 
principio general de universalidad del amparo indicando que “no hay ámbito que no sea 
susceptible de amparo” siendo admisible contra cualesquiera “actos, resoluciones, 
disposiciones o leyes de autoridad [que] lleven implícitos una amenaza, restricción o 
violación a los derechos que la Constitución y las leyes garantizan” (art. 8). 

Estos son en general los mismos términos utilizados en la Ley Orgánica de Amparo de 
Venezuela la cual establece que el recurso de amparo puede ser intentado “contra cualquier 
hecho, acto u omisión provenientes de los órganos del Poder Público Nacional, Estadal o 
Municipal” (poderes públicos) (art. 2); lo que significa que la tutela constitucional puede 
ser incoada contra cualquier acción pública, es decir, cualquier acto formal del Estado o 
cualquier acto sustantivo de hecho (vías de hecho) (art. 5); así como contra cualquier 
omisión de las entidades públicas. Es por esto también que los tribunales en Venezuela han 
decidido que “no puede existir ningún acto estatal que no sea susceptible de ser revisado 
por vía de amparo, entendiendo ésta [como] como un remedio de protección de las 
libertades públicas cuyo objeto es restablecer su goce y disfrute, cuando alguna persona 
natural o jurídica, o grupo u organizaciones privadas, amenace vulnerarlas o las vulneren 
efectivamente” admitiendo, por lo tanto, que el recurso constitucional de amparo puede ser 



intentado aun contra actos excluidos del control constitucional cuando un daño o violación 
de derechos o garantías constitucionales haya sido alegado. 5 

No obstante este principio general de universalidad del amparo, pueden encontrarse una 
serie de excepciones en muchas leyes de amparo latinoamericanas en relación con algunos 
actos particulares y específicos del Estado o actividades que están expresamente excluidas 
de los procedimientos de amparo, sean de naturaleza legislativa, ejecutiva, administrativa o 
judicial. 

El objeto de estas notas preparadas para la merecida Obra Homenaje al profesor Lucio 
Pegoraro, tiene por objeto, precisamente, dar cuenta del régimen de la acción de amparo 
contra los actos estatales en el derecho constitucional comparado de América Latina. 

I.  AMPARO CONTRA ACTOS LEGISLATIVOS 
En efecto, la primera cuestión en esta materia se refiere a la posibilidad de intentar 

acciones de amparo contra actos u omisiones legislativas cuando causan daños a los 
derechos constitucionales de las personas. Las violaciones en estos casos pueden ser 
causadas por leyes o por otras decisiones tomadas, por ejemplo, por comisiones 
parlamentarias. 

1. El amparo contra decisiones de los cuerpos parlamentarios y sus comisiones 
En relación con actos de los Congresos o Asambleas y de las comisiones parlamentarias 

(incluyendo los consejos legislativos regionales o municipales) cuando lesionan derechos y 
garantías constitucionales, en principio, es posible impugnarlos mediante la acción de 
amparo ante los tribunales competentes.6 Esto ha sido expresamente admitido, por ejemplo, 
en Argentina7, Costa Rica8 y Venezuela.9 

                                                        
5  Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia del 31 de enero de 1.991, caso Anselmo Natale, en Revista 

de Derecho Público, Nº 45, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1991, p. 118; sentencia de la Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativo de 18 de junio de 1992, en Revista de Derecho Público, N° 46, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 1991, p. 125. De acuerdo con las cortes venezolanas, este carácter universal del amparo 
respecto de los actos u omisiones de las autoridades públicas implica que la lectura del artículo 2 de la Ley Orgánica 
de Amparo evidencia que no hay prácticamente ningún tipo de conducta, independientemente de su naturaleza o 
carácter, así como de los sujetos de los cuales provenga, del cual pueda predicarse que está excluido per se de su 
revisión por los jueces de amparo, a los efectos de determinar si vulnera o no algún derecho o garantía 
constitucional”; Decisión de la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo del 11 de noviembre de 1.993 en 
Revista de Derecho Público, Nº 55–56, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1993, p. 284..  

6  En los Estados Unidos, los actos del Concejo Municipal pueden ser impugnados mediante injunctions. Véase Stuab 
v. City of Baxley, 355 U.S. 313 (1958), en M. Glenn Abernathy and Barbara A. Perry, Civil Liberties under the 
Constitution, University of South Carolina Press, 1993, pp. 12–13. 

7  En Argentina fue el caso de las interpelaciones parlamentarias desarrolladas en 1.984 en relación con los hechos 
ocurridos durante el gobierno de facto anterior, en el cual una comisión parlamentaria ordenó allanar la oficina de 
una firma de abogados y confiscar documentos. En las decisiones de la Corte Suprema de Justicia en el caso Klein 
en 1.984, sin cuestionar las facultades de las comisiones parlamentarias para hacer pesquisas, se sentenció que ellas 
no pueden, sin disposiciones legales formales, válidamente restringir los derechos individuales, en particular, allanar 
el domicilio personal de las personas y decomisar sus documentos personales. En el caso, por tanto, fue decidido que 
la orden solo podía tomarse basándose en disposiciones legales y no en la sola decisión de las comisiones y, 
eventualmente, fundados en una orden judicial. Véase los comentarios en la sentencia de Primera Instancia de 1.984 
(1ª. InstCrimCorrFed, Juzg nº 3, 10-9-84, ED 110-653), en Néstor Pedro Sagüés, Derecho procesal Constitucional, 
Vol. 3, Acción de amparo, Editorial Astrea Buenos Aires 1988, pp. 95–97; Joaquín Brague Camazano, La 
Jurisdicción constitucional de la libertad (Teoría general, Argentina, México, Corte Interamericana de Derechos 
Humanos), Editorial Porrúa, México 2005, p. 98; José Luis Lazzarini, El juicio de amparo, Editorial La Ley, Buenos 
Aires 1987, pp. 216–216. 

8  Véase Rubén Hernández Valle, Derecho Procesal Constitucional, Editorial Juricentro, San José 2001, pp. 211–214. 
9  En Venezuela, similarmente, la Corte Suprema, aun reconociendo la existencia de atribuciones exclusivas de los 

cuerpos legislativos, los cuales de acuerdo con la constitución de 1.961 (art. 159) no estaban sujetos al control 
jurisdiccional, admitió la protección del amparo contra ellas para la inmediata restauración de los derechos 
constitucionales lesionados del accionante; y admitió la acción de amparo contra actos legislativos. Sentencia de 31 



En contraste, en México, el artículo 73, VIII de la Ley de amparo expresamente excluye 
del recurso de amparo, las resoluciones y declaraciones del Congreso federal y sus 
Cámaras, así como las de los cuerpos legislativos estadales y sus comisiones respecto de la 
elección, suspensión o remoción de funcionarios públicos en casos donde las constituciones 
correspondientes les confieran el poder para resolver el asunto de una manera soberana o 
discrecional.10 Las decisiones tomadas por la Cámara de Diputados o del Senado, en juicios 
políticos, que sean declaradas inatacables11 (Constitución, art. 110) también están excluidas 
del recurso de amparo. Ello, sin duda, contraría la Convención Americana la cual no 
excluye acto lesivo alguno para asegurar la protección o amparo de los derechos humanos. 
Estas exclusiones por tanto, son campo propicio para el ejercicio de convencionalidad tanto 
por la Corte Interamericana como por los jueces y tribunales nacionales. 

2. El amparo contra leyes 
Ahora bien, aparte de los actos de las comisiones o cuerpos legislativos, uno de los 

aspectos más importantes del procedimiento de amparo latinoamericano se refiere a la 
posibilidad de intentar la acción de amparo contra las leyes. Si bien es cierto que en algunos 
países está expresamente admitido como es el caso de Guatemala, Honduras y México; en 
la mayoría de los países latinoamericanos aún está expresamente excluido como es el caso 
en Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile,12 Costa Rica, Ecuador, El Salvador,13 
Panamá, Perú, Paraguay, Nicaragua, República Dominicana y Uruguay.  

Con respecto a los países donde la acción de amparo es admitido contra las leyes, la 
interposición de la acción, por ejemplo en México, está limitada a solo las leyes de 
aplicación directa (las que pueden lesionar los derechos constitucionales sin necesidad de 
ningún otro acto del Estado que la ejecute o aplique), o a los solos actos que aplican la ley 
en particular. Solamente en Guatemala y Honduras, es que el recurso de amparo es 
admitido directamente contra las leyes. 

En efecto, en México, el artículo 1.I de la Ley de amparo establece que el amparo puede 
intentarse contra leyes de aplicación directa o leyes auto-aplicables cuando causen un daño 
directo a las garantías constitucionales del accionante sin requerirse un acto judicial o 
administrativo adicional para su aplicación.14 En tales casos, la acción se intenta 
directamente contra la ley dando lugar al control de constitucionalidad de la misma. Por 
ello el amparo contra las leyes en México está considerado como un medio judicial para el 

                                                                                                                                                                         
de enero de 1.991 (caso Anselmo Natale). Véase en Revista de Derecho Público, nº 45, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 1991, p. 118. 

10  Véase Richard D. Baker, Judicial Review in México. A Study of the Amparo Suit, Texas University Press, Austin 
1971, p. 98. 

11  Véase Eduardo Ferrer Mac-Gregor, La acción constitucional de amparo en México y España. Estudio de derecho 
comparado, Editorial Porrúa, México 2002, p. 378. 

12  Véase Humberto Nogueira Alcalá, “El derecho de amparo o protección de los derechos humanos, fundamentales o 
esenciales en Chile: evolución y perspectivas,” in Humberto Nogueira Alcalá (Editor), Acciones constitucionales de 
amparo y protección: realidad y perspectivas en Chile y América Latina, Editorial Universidad de Talca, Talca 
2000, p. 45. 

13  Véase Edmundo Orellana, La Justicia Constitucional en Honduras, Universidad Nacional Autónoma de Honduras, 
Editorial Universitaria, Tegucigalpa 1993, p. 102, nota 26. 

14  Véase Garza Flores Hnos., Sucs. case, 28 S.J. 1208 (1930). Véase la referencia en Richard D. Baker, Judicial 
Review in México. A Study of the Amparo Suit, Texas University Press, Austin 1971, p. 167. En estos casos la acción 
debe ser intentada dentro de los treinta días siguientes a su ejecución. En dichos casos, los demandados son las 
instituciones supremas del estado que intervinieron en la redacción de la ley, es decir, el Congreso de la Unión o las 
legislaturas de los estados que sancionaron la ley, el presidente de la república o estado, gobernadores que ordenaron 
su ejecución y las secretarías ejecutivas que la sancionaron y ordenaron su promulgación. 



control constitucional directo de las mismas (aun cuando la acción no se intente en forma 
abstracta debido a que el accionante debe haber sido lesionado directamente y sin necesidad 
de otro acto adicional del Estado para la aplicación de la ley). Por el contrario, cuando la 
ley, por sí misma, no causa un daño directo y personal al accionante (porque no es de 
aplicación directa), la acción de amparo es inadmisible al menos que sea intentada contra 
los actos del Estado que aplican dicha ley a una persona especifica.15  

En Venezuela, dado el carácter universal del sistema de control de constitucionalidad, 
consolidado en la Constitución de 1.999, puede decirse que una de las más destacadas 
innovaciones de la Ley de amparo de 1.988 fue la de establecer la acción directa de amparo 
contra las leyes y otros actos normativos, complementando el sistema general mixto de 
control constitucional.16 Considerábamos que cuando se intentaba directamente la acción 
contra leyes, el propósito de la disposición legal era asegurar la inaplicabilidad de la ley al 
caso particular con efectos inter partes.17  

Sin embargo, a pesar de las disposiciones de la ley de amparo, lo cierto es que la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo rechazó tales acciones imponiendo la necesidad de 
intentarlas solo contra los actos del Estado dictados para aplicar las leyes y no directamente 
en contra de las mismas.18 La antigua Corte Suprema, en sus decisiones a partir de 1993, 
aun admitiendo la diferencia que existe entre las leyes de aplicación directa de aquellas que 
no lo son,19 concluyó declarando la imposibilidad de que un acto normativo pueda lesionar 
directa y efectivamente, por sí mismo, los derechos constitucionales de una persona. El 
tribunal también consideró que una ley, a los efectos de la acción de amparo no podría ser 
una amenaza a derechos constitucionales, en razón de que para intentar una acción de 
amparo, esta tiene que ser “inminente, posible y realizable”, condiciones que se considera 
no se dan respecto de las leyes.  

                                                        
15  Como se dispone expresamente en el artículo 73,VI, el juicio de amparo es inadmisible “contra leyes, tratados y 

reglamentos que, por su sola vigencia, no causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto posterior de 
aplicación para que se origine tal perjuicio.” En estos casos de leyes que no son de aplicación directa, la acción de 
amparo debe ser interpuesta dentro de los quince días siguientes a la producción del primer acto que las ejecute o 
aplique. Véase Eduardo Ferrer Mac-Gregor, La acción constitucional de amparo en México y España. Estudio de 
derecho comparado, Editorial Porrúa, México, 2002, p, 387. El principal aspecto a resaltar, desde luego, es la 
distinción entre leyes que son de aplicación directa de las leyes que no lo son. Siguiendo la doctrina asentada en el 
caso de Villera de Orellana, María de los Ángeles et al., aquellas son las que obligan inmediatamente y en cuyas 
disposiciones las personas a quienes aplica son clara e inequívocamente identificadas, siendo ipso facto sujetas a una 
obligación que implica el cumplimiento de actos no requeridos previamente, resultando en una modificación 
perjudicial de los derechos de la persona. Suprema Corte de Justicia, 123 S.J. 783 (1955). Véase comentarios en 
Richard D. Baker, Judicial Review in México. A Study of the Amparo Suit, Texas University Press, Austin 1971, p. 
168–173. 

16  De acuerdo con el artículo 3 de la ley de amparo, son dos las formas establecidas mediante las cuales puede 
conducirse una pretensión de amparo ante la corte competente: de una manera autónoma o ejercida en conjunto con 
la acción popular de inconstitucionalidad de las leyes. En el último caso, la pretensión de amparo está subordinada a 
la acción principal de control jurisdiccional, permitiendo a la corte solamente la posibilidad de suspender la 
aplicación de la ley mientras se resuelve la acción por inconstitucionalidad. Véase Allan R. Brewer-Carías, 
Instituciones Políticas y Constitucionales, Vol. V, Derecho y Acción de Amparo, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 1998, pp. 227 ss. 

17  Véase Allan R. Brewer-Carías, Instituciones Políticas y Constitucionales, Vol. V, Derecho y Acción de Amparo, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1998, pp. 224 ss.; Rafael Chavero, El nuevo régimen del amparo 
constitucional en Venezuela, Editorial Sherwood, Caracas 2001, pp. 553 ss. 

18  Véase decisión del 24 de mayo de 1.993, la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema de Justicia, en Revista 
de Derecho Público, Nº 55-56, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1993, pp. 287–288. 

19  Sentenciando que las leyes de aplicación directa imponen, con su promulgación, una inmediata obligación a las 
personas para quienes se dicta; y, por el contrario, aquellas leyes que no son de aplicación directa requieren de un 
acto para su aplicación, en cuyos casos su sola promulgación no puede producir una violación constitucional. Véase 
en Revista de Derecho. Público, Nº 55-56, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1993, p. 285. 



Ahora bien, en contraste con las normas mexicanas, respecto de las cuales, por contrariar 
la Convención Americana la cual no excluye acto alguno de la protección o amparo, podría 
ejercerse el control de convencionalidad; el amparo contra las leyes en Guatemala está 
previsto bajo la modalidad directa, estando la Corte de Constitucionalidad facultada “para 
que se declare en casos concretos que una ley, un reglamento, una resolución o acto de 
autoridad, no obligan al recurrente por contravenir o restringir cualesquiera de los derechos 
garantizados por la Constitución o reconocidos por cualquiera otra ley” (Ley de Amparo de 
Guatemala, art. 10,b). Esta misma facultad judicial, pero solo relativa a los reglamentos del 
poder ejecutivo, está establecida en Honduras (Ley sobre Justicia Constitucional, art. 41,b). 
En ambos casos, las sentencias en los procedimientos de amparo tienen el efecto de 
suspender la aplicación de la ley o reglamento del ejecutivo respecto del recurrente y, si 
fuese pertinente, el restablecimiento de la situación jurídica lesionada o la cesación de la 
medida (Ley de amparo, art. 49,a).20 

Aparte de estos cuatro casos de México, Guatemala y Honduras, como se ha dicho, en 
los otros países latinoamericanos el amparo contra las leyes está expresamente excluido, 
siendo este, sin duda, como se dijo, un campo propicio para el control de convencionalidad. 

En efecto, en Argentina, aun contando con la larga tradición del control de 
constitucionalidad de las leyes mediante la aplicación del método difuso de control, el 
amparo contra las leyes no se admite.21 Sin embargo, si en el ejercicio de una acción de 
amparo contra actos del estado, se considera inconstitucional la ley en la cual el acto 
impugnado esté basado, el juez de amparo, mediante el método difuso de control de 
constitucionalidad, podría decidir acerca de la inaplicabilidad de la ley en ese caso.22  

En Brasil, el mandado de segurança también está excluido contra las leyes o 
disposiciones legales cuando éstas no han sido aplicadas a través de actos administrativos.23  

En Uruguay, en sentido similar, aun siendo un país con un sistema concentrado de 
control constitucional, el amparo contra las leyes está excluido en relación con las leyes y 
actos del Estado de similar rango (Ley Nº 16.011, art. 1,c). En Uruguay, en efecto, el único 
medio para lograr la declaratoria de la inconstitucionalidad de una ley, es mediante el 
ejercicio de un recurso ante la Corte Suprema, la cual sólo puede decidir sobre la 
inconstitucionalidad con efectos limitados al caso concreto. En el caso de una acción de 
amparo donde se plantee la cuestión de inconstitucionalidad de una ley, la decisión del juez 
competente sólo tendría efectos suspensivos respecto de la aplicación de la ley en relación 
con el recurrente, quedando sujeta a la decisión de la Corte Suprema en cuanto a la 
inconstitucionalidad de la ley.24 Por su parte, la ley reguladora del amparo en el Paraguay 
también dispone que cuando para una decisión en un procedimiento de amparo sea 

                                                        
20  Véase Edmundo Orellana, La justicia constitucional en Honduras, Universidad Nacional Autónoma de Honduras, 

Tegucigalpa 1993, p. 102, nota 26.  
21  Véase José Luis Lazzarini, El juicio de amparo, Editorial La Ley, Buenos Aires 1987, p. 214; Néstor Pedro Sagüés, 

Derecho procesal Constitucional, Vol. 3, “Acción de amparo,” Editorial Astrea, Buenos Aires, 1988, p. 97. 
22  En este respecto, el artículo 2,d de la Ley de amparo dispuso que la acción de amparo no es admisible “cuando la 

determinación de la eventual invalidez del acto requiriese […] la declaración de inconstitucionalidad de leyes […]”. 
Esto se ha tomado como no vigente porque contradice el artículo 31 de la constitución (ley suprema de la nación). 
Véase Néstor Pedro Sagüés, Derecho procesal Constitucional, Vol. 3, Acción de amparo, Editorial Astrea Buenos 
Aires, 1988, p. 243–258. Adicionalmente, el artículo 43 de la Constitución de 1.994, que ahora rige la acción de 
amparo, ha expresamente resuelto la situación disponiendo que “En el caso, el juez podrá declarar la 
inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.” 

23  Véase José Luis Lazzarini, El juicio de amparo, La Ley, Buenos Aires 1987, pp. 213–214. 
24  Véase Luis Alberto Viera, Ley de Amparo, Ediciones Idea, Montevideo 1993, pp. 23. 



necesario determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley, el tribunal 
debe enviar los expedientes a la Sala Constitucional de la Corte Suprema a fin de decidir 
sobre su inconstitucionalidad. Esta incidencia no suspendería el procedimiento en el 
tribunal inferior, el cual debe continuarlo hasta antes de su decisión (art. 582). 

En Costa Rica, la Ley de la Jurisdicción Constitucional también dispone la 
inadmisibilidad de la acción de amparo contra las leyes o contra otras disposiciones 
reglamentarias, con la excepción de cuando son impugnadas junto con los actos que las 
aplican individualmente, o cuando se relacionan con normas de aplicación directa o 
automática, sin necesidad de otras normas o actuaciones que las desarrollen o hagan 
aplicables al recurrente (Ley de la Jurisdicción Constitucional, art. 30,a). Sin embargo, en 
estos casos, el amparo contra la ley de aplicación directa no es directamente resuelto por la 
Sala Constitucional, sino que debe ser convertido en una acción de inconstitucionalidad de 
la ley impugnada.25 En dichos casos, el presidente de la Sala Constitucional debe suspender 
el procedimiento de amparo y dar al recurrente, quince días para formalizar una acción 
directa de inconstitucionalidad contra la ley (Ley de la Jurisdicción Constitucional de Costa 
Rica, art. 48). Así que solo después que la ley es anulada por la Sala Constitucional, la 
acción de amparo será decidida.  

En el Perú, de manera similar a la solución argentina y después de discusiones que 
surgieron conforme a la legislación anterior,26 el Código Procesal Constitucional dispone 
que cuando se invoque la amenaza o violación de actos que tienen como sustento la 
aplicación de una norma incompatible con la Constitución, la sentencia que declare fundada 
la demanda dispondrá, además, la inaplicabilidad de la citada norma (art. 3). En este caso 
también, para decidir, el tribunal debe utilizar sus facultades de control jurisdiccional a 
través del método difuso. 

También en Colombia, la acción de tutela está excluida respecto de todos los “actos de 
carácter general, impersonal y abstracto” (art. 6,5); y en Nicaragua, la acción de amparo no 
es admisible “en contra del proceso de formación de la ley desde la introducción de la 
correspondiente iniciativa hasta la publicación del texto definitivo (Ley de Amparo, art. 7)  

II. EL AMPARO CONTRA LAS ACTUACIONES EJECUTIVAS Y ACTOS 
ADMINISTRATIVOS 

1. El amparo contra actos del Poder Ejecutivo 
Con respecto a las autoridades del Poder Ejecutivo, el principio general es que la acción 

de aparo es admisible respecto de los actos administrativos, hechos u omisiones de los 
órganos e entidades públicas que integran la Administración Pública, en todos sus niveles 
(nacional, estadal y municipal), incluyendo las entidades descentralizadas, autónomas, 
independientes y desconcentradas. La acción de amparo, por supuesto, también procede 
contra los actos dictados por la cabeza del poder ejecutivo, es decir, por el Presidente de la 
Republica.  

No obstante, en relación con actos administrativos y en general del Poder Ejecutivo, 
algunas restricciones específicas se han establecido en América latina, por ejemplo, en 
México, donde el acto presidencial específico de expulsión de un extranjero del territorio 

                                                        
25  Véase Rubén Hernández, Derecho Procesal Constitucional, Editorial Juricentro, San José 2001, pp. 45, 208–209, 

245, 223. 
26  Particularmente y respecto de las acciones de amparo contra leyes de aplicación directa, Véase Samuel B. Abad 

Yupanqui, El proceso constitucional de amparo, Gaceta Jurídica, Lima 2004, pp. 352-374. 



(art. 33)27 no puede ser impugnado por medio de la acción de amparo y, en Uruguay, contra 
los reglamentos del ejecutivo.28 

Con relación a los actos administrativos, como se dijo antes, todos los países 
latinoamericanos admiten la posibilidad de la interposición de acciones de amparo contra 
dichos actos; y, aun en algunos países, como en Venezuela, se establecía en la derogada 
Ley de 1988 la posibilidad de ejercer la acción de dos maneras: en forma autónoma o en 
conjunción con un recurso contencioso-administrativo de nulidad del acto en cuestión.29 La 
diferencia principal entre las dos vías30 estba, primero, en la naturaleza del alegato: en el 
sentido de que en el primer caso, la violación alegada respecto del derecho constitucional 
debía ser una violación directa, inmediata y flagrante; en el segundo caso, lo que tenía que 
ser probado era la existencia de una grave presunción de la violación del derecho 
constitucional.  Y, segundo, había también una diferencia en cuanto al objetivo general del 
procedimiento: en el primer caso, la sentencia pronunciada era una sentencia definitiva de 
tutela constitucional, de carácter restauradora; en el segundo caso, la sentencia sólo tenía 
carácter cautelar de suspensión de los efectos del acto impugnado, que quedaba sujeta a la 
decisión de la causa principal de nulidad.31 De manera similar a la que era solución 
venezolana, el artículo 8 de la Ley de tutela colombiana establece la posibilidad de 
interponer “la tutela como mecanismo transitorio” contra actos administrativos en 
conjunción con el recurso contencioso-administrativo de nulidad. 

La Ley venezolana de amparo de 2014 estableció ahora que la acción de amparo sólo se 
puede intentar contra actos administrativos si no existe otro medio judicial idóneo para 
enervar la lesión constitucional, siendo el recurso contencioso administrativo precisamente 
dicho medio.  

                                                        
27  Véase Eduardo Ferrer Mac-Gregor, La acción constitucional de amparo en México y España. Estudio de derecho 

comparado, Editorial Porrúa, México 2002, p. 377. 
28  Véase Luis Alberto Viera, Ley de Amparo, Ediciones Idea, Montevideo, 1993, p. 99. 
29  Respecto de la última, la antigua Corte Suprema de Justicia en sentencia de 10 de julio de 1.991 (caso Tarjetas 

Banvenez), aclaró que en dicho caso, la acción no es una acción principal sino subordinada a la acción principal al 
que se le ha adjuntado y está sujeta a la decisión final anulatoria de la decisión que tiene que ser dictada en la acción 
principal. Véase texto en la Revista de Derecho Público, nº 47, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1991, pp. 
169–174 y comentarios en Revista de Derecho Público, nº 50, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1992, pp. 183–
184. Es por esto que en estos casos la pretensión del amparo (que debe estar fundamentada en una presunción grave 
de la violación del derecho constitucional) tiene un carácter preventivo y temporal que consiste en la suspensión de 
los efectos del acto administrativo impugnado mientras se produce la decisión final en el recurso de nulidad. Este 
carácter cautelar de la protección del amparo mientras se resuelve la acción está, por tanto, sujeto a la decisión final 
a ser dictada en el proceso contencioso-administrativo de nulidad contra el acto impugnado. Véase en Revista de 
Derecho Público, nº 47, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1991, pp. 170–171. 

30  La principal diferencia entre ambos procedimientos según la Corte Suprema de Justicia es que, en el primer caso del 
recurso autónomo de amparo contra actos administrativos, el recurrente debe alegar una violación directa, inmediata 
y flagrante del derecho constitucional, el cual por sí mismo evidencia la necesidad de la orden de amparo como 
medio definitivo para restaurar la situación jurídica lesionada. En el segundo caso y dada la naturaleza suspensiva de 
la orden de amparo, la cual solo tiende a detener temporalmente los efectos del acto lesivo hasta que el recurso 
contencioso-administrativo que confirme o anule dicho acto sea decidido, las violaciones inconstitucionales alegadas 
de disposiciones constitucionales pueden ser formuladas junto con las violaciones de disposiciones legales, o 
correspondientes a una ley, que desarrollan disposiciones constitucionales; y porque es un recurso de control 
constitucional contra actos administrativos que persiguen la nulidad de éstos, pueden también dichos recursos 
fundamentarse en textos legales. Lo que la corte no puede hacer en estos casos de acciones conjuntas con el fin de 
suspender los efectos del acto administrativo impugnado, es fundamentar su decisión solamente en las alegadas 
violaciones de la ley porque esto significaría anticipar la decisión final en el recurso principal (de control 
constitucional de nulidad). Ídem, pp. 171–172. 

31  Ídem, p. 172. Véase t. respecto de la nulidad del artículo 22 de la ley orgánica de amparo, la decisión de la anterior 
Corte Suprema del 21 de mayo de 1.996 en Allan R. Brewer-Carías, Instituciones Políticas y Constitucionales, Vol. 
V, Derecho y Acción de Amparo, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1996, pp. 392 ss. 



2. La acción de amparo y las cuestiones políticas 
Un tema importante en relación al amparo contra actos del Poder Ejecutivo, es el 

relacionado con los llamados actos políticos o las llamadas cuestiones políticas, lo cual, sin 
embargo, en materia de control judicial, en América Latina solo es relevante en Argentina y 
Perú. 

En efecto, de acuerdo con la doctrina que se originó en los Estados Unidos con relación 
al control jurisdiccional de constitucionalidad, siempre se ha considerado como exentos de 
control judicial a los actos de naturaleza política, todo ello, en el marco de la “separación de 
los poderes” y de las relaciones que deben existir “entre la rama judicial y las agencias 
coordinadas del gobierno federal”.32 En estos casos se considera que la Corte Suprema ha 
considerado que la solución de las controversias constitucionales corresponde a las ramas 
políticas del gobierno, quedando excluidos de control judicial. Esas cuestiones políticas, en 
general, son las relativas a las relaciones exteriores que impliquen definición de “política 
general, consideraciones de extrema magnitud y, ciertamente, por entero fuera de la 
competencia de una corte de justicia.”33 En todos estos casos, desde luego, aun cuando 
pueda elaborarse una lista de “cuestiones políticas” que no sean justiciables, la 
responsabilidad última en determinarlas corresponde a la Corte Suprema.34 

Siguiendo esta doctrina, e igualmente sin ninguna base constitucional expresa, la Corte 
Suprema en Argentina y el Tribunal Constitucional en Perú35 también han desarrollado la 
misma eximente para el control judicial y para el ejercicio de las acciones de amparo en 
materias políticas. 

La excepción argentina se refiere principalmente a los denominados ”actos de gobierno” 
o “actos políticos” referidos, por ejemplo, a las declaraciones de guerra y de estados de 
sitio; a las intervenciones del gobierno central en las provincias, a la “conveniencia 
pública” con fines de expropiación, a la emergencia para aprobar determinados tributos 
impositivos directos; y a los actos relativos a las relaciones exteriores como son el 
reconocimiento de nuevos Estados o gobiernos extranjeros, o la expulsión de extranjeros.36 

                                                        
32  Véase Baker v. Carr, 369 U.S. 186 (1962),en M. Glenn Abernathy and Barbara A. Perry, Civil Liberties under the 

Constitution, Sixth Edition, University of South Carolina Press, 1993, pp. 6–7. 
33  Véase Ware v. Hylton, 3 Dallas, 199 (1796). Las decisiones sobre relaciones exteriores por lo tanto y como declaró 

el magistrado Jackson en Chicago and Southern Air Lines v. Waterman Steamship Co. (1948): “Están enteramente 
confinadas por nuestra constitución a los departamentos políticos del gobierno … Son decisiones de una naturaleza 
para la que el poder judicial no tiene aptitudes, facilidades ni responsabilidad y que, desde mucho tiempo, ha sido 
considerada pertenencia del dominio del poder político, no sujeto a la intromisión o cuestionamiento judicial.” 
Chicago and Southern Air Lines v. Waterman Steamship Co., 333 US 103 (1948), p. 111. Aunque desarrollada 
principalmente para materias de asuntos exteriores, la Corte Suprema también ha considerado como cuestiones 
políticas determinadas materias relacionadas con el manejo de los asuntos interiores, los cuales son por lo tanto no 
enjuiciables jurisdiccionalmente; como, por ejemplo, la decisión de si un estado debe tener una forma republicana de 
gobierno y la cual en Luther v. Borden (1849) fue considerada una “decisión vinculante para cada uno de los 
departamentos del gobierno y que no podía ser cuestionada en un tribunal judicial.” Luther v. Borden 48 U.S. (7 
Howard), 1, (1849). Ídem, pp. 6–7. 

34  Como dijo la corte en Baker v. Carr 369 U.S. 186 (1962): “Decidir si una materia ha sido, en cualquier medida, 
atribuida por la constitución a otra rama del gobierno o si la acción de esa rama excede la autoridad cualquiera que 
se le haya atribuido -dijo la corte, es en sí mismo un ejercicio delicado de interpretación constitucional y es 
responsabilidad de esta corte decidirlo como intérprete último de la constitución.” Ídem, p. 6-7. 

35  Véase Samuel B. Abad Yupanqui, El proceso constitucional de amparo, Gaceta Jurídica, Lima 2004, pp. 128 ss. 
36  Para que esta excepción sea aplicada, se ha considerado que el acto impugnado debe en forma clara y exacta basarse 

en las disposiciones de dicha ley. Véase José Luis Lazzarini, El juicio de amparo, La Ley, Buenos Aires 1987, p. 
190 ss.; Néstor Pedro Sagüés, Derecho procesal Constitucional, Vol. 3, “Acción de amparo,” Editorial Astrea, 
Buenos Aires 1988, pp. 270 ss.; Alí Joaquín Salgado, Juicio de amparo y acción de inconstitucionalidad, Astrea, 
Buenos Aires 1987, p. 23. 



Todos estos actos son considerados en Argentina como asuntos de carácter político, que son 
dictados por los órganos políticos del Estado de acuerdo con las atribuciones que les han 
sido atribuidas exclusiva y directamente en la Constitución; razón por la cual se los 
considera fuera del ámbito de la acción de amparo.  

En esta materia, también debe mencionarse en argentina, la restricción establecida en la 
Ley de amparo, al establecer la inadmisibilidad de la acción de amparo contra actos 
dictados en aplicación expresa de la Ley de Defensa Nacional (Ley Nº 16.970, art. 2,b).37 

En el Perú, el tema de las cuestiones políticas en cierta forma se consideró en la 
sentencia de la Corte Interamericana donde se realizó el control de convencionalidad de la 
decisión adoptada por el Congreso en el Perú, mediante la cual se removió de sus cargos a 
los magistrados del Tribunal Constitucional, sin las debidas garantías de protección 
judicial. En efecto, en el conocido caso Tribunal Constitucional vs. Perú, de 31 de enero de 
2001, la Corte Interamericana. luego de reiterar su criterio de que para que el Estado 
cumpla con lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Convención, “no basta con que los 
recursos existan formalmente, sino que los mismos deben tener efectividad, es decir, debe 
brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un recurso que sea sencillo y 
rápido,”38 consideró que “la institución procesal del amparo reúne las características 
necesarias para la tutela efectiva de los derechos fundamentales, esto es, la de ser sencilla y 
breve39; pasando luego a explicar que “en lo que concierne al debido proceso legal,” los 
actos del proceso de “destitución de los magistrados del Tribunal Constitucional seguido 
ante el Congreso, que se hallan sometidos a normas legales que deben ser puntualmente 
observadas,” pueden ser recurribles en amparo, considerando sin embargo que el proceso 
de amparo “no implica valoración alguna sobre actos de carácter estrictamente político 
atribuidos por la Constitución al Poder Legislativo.” 40  

La Corte Interamericana en el caso, analizó la decisión que había adoptado el propio 
Tribunal Constitucional peruano al decidir los recursos de amparo intentado por los 
magistrados destituidos considerando que “el ejercicio de la potestad de sanción, 
específicamente la de destitución de altos funcionarios, no puede ser abiertamente evaluada 
en sede jurisdiccional, pues constituye un acto privativo del Congreso de la República, 
equivalente a lo que en doctrina se denomina ‘Political Questions’ o cuestiones políticas no 
justiciables;” 41 destacando sin embargo, que el propio Tribunal había establecido que:  

“tal potestad no es ilimitada o absolutamente discrecional sino que se encuentra 
sometida a ciertos parámetros, uno de ellos y quizás el principal, el de su ejercicio 
conforme al principio de razonabilidad, pues no sería lógico ni menos justo, que la 
imposición de una medida de sanción, se adopte tras una situación de total 
incertidumbre o carencia de motivación. De allí que cuando existan casos en los que un 
acto de naturaleza política, como el que se cuestiona en la presente vía de amparo, 
denote una manifiesta transgresión de dicho principio y por extensión de otros como el 

                                                        
37  Véase caso Diario El Mundo c/ Gobierno nacional, CNFed, Sala 1 ContAdm, 30 de abril de 1.974, JA, 23-1974-

195. Véanse los comentarios en Néstor Pedro Sagüés, Derecho procesal Constitucional, Vol. 3, Acción de amparo, 
Editorial Astrea, Buenos Aires 1988, pp. 212–214. 

38  Véase la sentencia en el caso Tribunal Constitucional vs. Perú, de 31 de enero de 2001 (Párr. 90) en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_71_esp.pdf  

39  Idem, Párr. 91 
40  Idem, Párr. 94 
41  Idem, Párr. 95 



del Estado Democrático de Derecho o el Debido Proceso Material, es un hecho 
inobjetable que este Colegiado sí puede evaluar su coherencia a la luz de la 
Constitución Política del Estado.” 42 

En el caso, sin embargo, a pesar de que el Tribunal Constitucional estimó posible la 
revisión judicial de actos vinculados con un juicio político a efecto de evaluar si en aquéllos 
se había cumplido con las garantías propias del debido proceso legal, consideró que se 
habían respetado tales garantías, declarándose el recurso de amparo como infundado 43 la 
Corte Interamericana estimó “que el fracaso de los recursos interpuestos contra la decisión 
del Congreso que destituyó a los magistrados del Tribunal Constitucional” se debió a 
apreciaciones “no estrictamente jurídicas” afirmando que “la decisión de los amparos en el 
caso en análisis no se reunieron las exigencias de imparcialidad por parte del Tribunal que 
conoció los citados amparos” violándose el derecho a la protección judicial, en perjuicio de 
las víctimas. 44 

En todos estos casos de exclusión de la acción de amparo respecto de las actuaciones del 
Poder Ejecutivo que se consideren como cuestiones políticas, sin duda contrarias a los 
parámetros fijados en el artículo 25.1 de la Convención Americana para el derecho a la 
protección o amparo judicial, es también campo propicio para el ejercicio del control de 
convencionalidad. 

3. La acción de amparo y el funcionamiento de los servicios públicos 
Finalmente y en relación con los actos administrativos, también en Argentina la Ley de 

amparo establece la inadmisibilidad de la acción de amparo en casos en los cuales la 
intervención judicial comprometa directa o indirectamente “la regularidad, continuidad y 
eficacia de la prestación de un servicio público, o el desenvolvimiento de actividades 
esenciales del Estado” (art. 2,c). La misma disposición se establece respecto de la acción de 
amparo en el Código de Procedimiento Civil de Paraguay (art. 565,c). 

Dado la forma de redacción y la utilización de conceptos indeterminados (comprometer, 
directo, indirecto, regularidad, continuidad, eficacia, prestación, servicio público) y debido 
al hecho que cualquier actividad administrativa del Estado puede siempre relacionarse con 
un servicio público,45 esta disposición ha sido altamente criticada en Argentina, 
considerando que con su aplicación materialmente sería difícil que un amparo se decida 
contra el Estado.46 En todo caso la decisión final corresponde a los tribunales y si bien es 
verdad que en la práctica la excepción no ha sido casi nunca utilizada,47 en algunas materias 
importantes sí se ha alegado.48  

                                                        
42  Idem, Párr. 95 
43  Idem, Párr. 95 
44  Idem, Párrs. 96, 97 
45  Idem, pp. 226 ss. 
46  Véase José Luis Lazzarini, El juicio de amparo, La Ley, Buenos Aires 1987, p. 231. 
47  Idem, p. 233; Néstor Pedro Sagüés, Derecho procesal Constitucional, Vol. 3, Acción de amparo, Editorial Astrea, 

Buenos Aires 1988, p. 228. 
48  Pasó, por ejemplo, en las acciones de amparo interpuestas en 1.985 contra la decisión del Banco Central de la 

República suspendiendo, por algunos meses, el plazo de los pagos de depósitos en moneda extranjera. Aunque 
algunos tribunales rechazaron las acciones de amparo en el asunto (v. CFed BBlanca case, 13 de agosto de 1.985, 
ED, 116-116, en Alí Joaquín Salgado, Juicio de amparo y acción de inconstitucionalidad, Editorial Astrea 1987, p. 
51, note 59), en el caso Peso, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso-Administrativo Federal de 
Buenos Aires decidió rechazar los argumentos que pedían el rechazo de la acción de amparo basados en el concepto 
de que el caso es uno relativo a un “servicio público”, considerando que las actividades del Banco Central no posee 
los elementos para ser considerado un servicio público como tal. Véase CNFedConAdm, Sala IV, 13 de junio de 



En todo caso, la exclusión de la acción de amparo en los mencionados casos de 
cuestiones políticas y de afectación de servicios públicos, en nuestro criterio, también 
resultan contrarias a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Convención Americana para el 
derecho a la protección o amparo judicial, constituyendo igualmente campo propicio para el 
ejercicio del control de convencionalidad. 

III. EL AMPARO CONTRA LAS SENTENCIAS Y ACTOS JUDICIALES 

1. La admisión de los recursos de amparo contra las decisiones judiciales 
En contraste con la admisión general de la acción de amparo contra actos 

administrativos y en general, contra los actos del Poder Ejecutivo, lo mismo no puede 
decirse respecto de las decisiones judiciales, las cuales en muchos casos se han excluido del 
ámbito de la acción de amparo. En otras palabras, si bien la acción de amparo está admitido 
en muchos países de América Latina contra los actos judiciales, en la mayoría de los países 
han sido expresamente excluidos y considerados inadmisibles, específicamente cuando las 
decisiones judiciales son pronunciadas en ejercicio del poder jurisdiccional,49 lo que sin 
duda también se configura como un campo propicio para el control de convencionalidad 
por contrariar lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Convención Americana, el cual no 
excluye acto estatal lesivo de derechos humanos alguno de la protección judicial. 

Respecto de los países que admiten el recurso de amparo para la tutela de los derechos 
constitucionales contra decisiones judiciales, puede decirse que ello ha sido la tradición en 
México (el amparo casación);50 admitiéndose además, en general, en Guatemala (art. 10,h), 
Honduras (art. 9,3 y 10,2,a), Panamá (art. 2.615),51 Perú y Venezuela.  

El principio general en estos casos, según lo dispone el Código Procesal Constitucional 
peruano, es que el amparo es admitido contra resoluciones judiciales firmes dictadas con 
manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el acceso a la justicia y el 
debido proceso (art. 4).52 En el caso de Venezuela, de manera similar a como estaba 
establecido en la legislación de Perú antes de la sanción del Código, el artículo 4 de la Ley 
de amparo de 1988 disponía que en los casos de decisiones judiciales “procede la acción de 
amparo cuando un Tribunal de la República, actuando fuera de su competencia, dicte una 
resolución o sentencia u ordene un acto que lesione un derecho constitucional.” Debido a 
que ningún tribunal podía tener facultad para ilegítimamente causar una lesión a los 
derechos y garantías constitucionales, el amparo contra decisiones judiciales era 
ampliamente admitido cuando la decisión de un tribunal lesionase directamente los 

                                                                                                                                                                         
1.985, ED, 114-231in Alí Joaquín Salgado, Juicio de amparo y acción de inconstitucionalidad, Editorial Astrea 
1987, p. 50, nota 56. Algunos años mas tarde y respecto de una decisión similar del Banco Central de Venezuela 
sobre los impagos de los depósitos en moneda extranjera, en los casos referidos como Corralito, no hubo alegato 
alguno que considerara esas decisiones del Banco Central (que fueron tomadas en un estado nacional de emergencia 
económica) como actividades correspondientes a un servicio público. En tales casos, las acciones de amparo fueron 
admitidas y declaradas con lugar, pero con múltiples incidentes judiciales. Véase, por ejemplo, los casos Smith y 
San Luis, 2.002, en Antonio María Hernández, Las emergencias y el orden constitucional, Universidad Nacional 
Autónoma de México, México, 2003, pp. 71 ss., 119 ss. En dichos casos, las leyes y decretos de emergencia 
económica fueron declarados inconstitucionales. 

49  Por consiguiente, los actos administrativos dictados por los tribunales pueden ser impugnados mediante el amparo. 
Véase, por ejemplo, en relación con Argentina a Néstor Pedro Sagüés, Derecho procesal Constitucional, Vol. 3, 
Acción de amparo, Editorial Astrea, Buenos Aires 1988, pp. 197 ss. 

50  Véase Richard D. Baker, Judicial Review in México. A Study of the Amparo Suit, Texas University Press, Austin 
1971, p. 98. 

51  En este caso, sin ningún efecto suspensivo. Véase Boris Barrios González, Derecho Procesal Constitucional, 
Editorial Portobelo, Panamá 2.002, p. 159. 

52  Véase Samuel B. Abad Yupanqui, El proceso constitucional de amparo, Gaceta Jurídica, Lima 2004, p. 326. 



derechos constitucionales del accionante, normalmente vinculados al debido proceso. En la 
reforma de la Ley Orgánica de 2014, se abandonó esa redacción y ha regulado la acción de 
amparo contra actos judiciales cuando el juez que los emanó o los omitió “haya incurrido 
en una grave usurpación de funciones o abuso de poder que ocasione la violación del 
derecho constitucional.”(art. 12)  

El caso de Colombia también debe mencionarse, especialmente debido al hecho que el 
artículo 40 del decreto Nº 2.591 de 1.991 que reguló la acción de tutela apenas sancionada 
la Constitución, admitió la acción de tutela contra decisiones judiciales, lo que por lo 
demás, no estaba excluido en la Constitución. Por consiguiente, el Decreto expresamente 
estableció la posibilidad de intentar la acción de tutela contra actos judiciales cuando éstos 
infligieran daños directos a los derechos fundamentales. En esos casos, la tutela debía ser 
interpuesta junto con el recurso apropiado, es decir, el recurso de apelación. No obstante 
esta admisibilidad establecida por una ley de la tutela contra decisiones judiciales, en 1992 
fue declarada inconstitucional por la Corte Constitucional, la cual anuló la norma 
considerándola contraria al principio de intangibilidad de los efectos de la cosa juzgada.53 

En esa forma fue eliminada en Colombia la acción de tutela contra las decisiones 
judiciales, pero no por mucho tiempo. Un año después de la decisión anulatoria de la Corte 
Constitucional, y luego de numerosas decisiones judiciales, la misma Corte Constitucional 
readmitió la acción de tutela contra las decisiones judiciales cuando constituyeren vías de 
hecho,54 es decir, cuando fuesen pronunciadas como consecuencia de un ejercicio arbitrario 
de la función judicial, violando los derechos constitucionales del demandante.55 De manera 
que, de acuerdo con esta doctrina, la cual es aplicable a casi todos los casos en que la 
acción de amparo es incoada contra decisiones judiciales, éstas, para que sean impugnadas 
por vía de la acción de tutela deben haber sido pronunciadas en violación grave y flagrante 
de las garantías al debido proceso legal, constituyéndose en una decisión ilegítima o 
arbitraria sin soporte legal ninguno.  

Aparte del requisito general establecido de requerir el previo agotamiento de los 
recursos judiciales ordinarios disponibles contra la decisión impugnada, en los países de 
América Latina donde se admite la acción de amparo contra las decisiones judiciales, 
algunas limitaciones se han establecido respecto de las decisiones de la Cortes o Tribunales 
Supremos (México, Panamá art. 2,615, Venezuela art. 12) o del Tribunal Constitucional 
(Perú), que no pueden ser objeto de las acciones de amparos. 

Por otra parte, otras restricciones se han establecido respecto de las decisiones judicial 
que se dicten en los procedimientos de amparo, las cuales no pueden ser objeto de otra 
acción de amparo, como se dispone en Honduras (art. 45,2) y en México (art. 73,II).56 En 
otros países, por el contrario, la acción de amparo es admitidas aun contra decisiones 
judiciales dictadas en materia de amparo, como sucede en de Colombia,57 Perú58 y 

                                                        
53  Véase Decisión C-543 del 1 de octubre de 1.992 en Manuel José Cepeda Espinosa, Derecho Constitucional 

jurisprudencial. Las grandes decisiones de la Corte Constitucional, Legis, Bogotá 2001, pp. 1009 ss. 
54  Véase Decisión S-231 del 13 de mayo de 1.994, Idem, pp. 1022 ss. 
55  Véase Decisión US-1218 del 21 de noviembre de 2.001. Véase en Juan Carlos Esguerra, La protección 

constitucional del ciudadano, Legis, Bogotá 2004, p. 164. Véase Eduardo Cifuentes Muñoz, “Tutela contra 
sentencias (El caso colombiano),” en Humberto Nogueira Alcalá (Ed.), Acciones constitucionales de amparo y 
protección: realidad y perspectivas en Chile y América Latina, Editorial Universidad de Talca, Talca 2000, pp. 307 
ss. 

56  Véase Eduardo Ferrer Mac-Gregor, La acción constitucional de amparo en México y España. Estudio de derecho 
comparado, Editorial Porrúa, México, 2002, p. 379. 

57  Véase Juan Carlos Esguerra, La protección constitucional del ciudadano, Legis, Bogotá 2004, p. 164. 



Venezuela,59 tomando en consideración que esas decisiones también pueden, por sí mismas, 
violar derechos constitucionales del recurrente o del recurrido, distintos de aquellos 
reclamados en el recurso original de amparo.  

2.  La exclusión de los recursos de amparo contra las decisiones judiciales 
Aparte de los casos antes mencionados, sin embargo, puede decirse que la tendencia 

general en los países de América Latina, es el rechazo de la acción de amparo contra las 
decisiones judiciales, como es el caso en Argentina (art. 2,b),60 Bolivia (art. 53.3: si pueden 
ser modificadas o suprimidas mediante otros recursos ), Brasil (art. 5,II), Costa Rica (art. 
30,b),61 Chile,62 República Dominicana,63 Ecuador (arts. 41.1; 42,6),64 Nicaragua (art. 51,b) 
Paraguay (art. 2,a) y Uruguay (art. 2,a).65  

En El Salvador y Honduras la exclusión está limitada a los actos judiciales “puramente 
civiles, comerciales o laborales, y respecto de sentencias definitivas ejecutoriadas en 
materia penal.” (El Salvador, art. 13; Honduras, art. 46.7). También, en Brasil el mandado 
de segurança está excluido contra decisiones judiciales cuando de acuerdo con las normas 
procesales, existe contra ellas un recurso judicial o cuando tales decisiones pueden ser 
modificadas por otros medios (art. 5,II).  

El artículo 25.1 de la Convención Americana al garantizar el derecho de amparo o 
protección judicial lo estableció en forma general contra las violaciones por parte de los 
órganos del Estado de los derechos humanos, cualquiera que sea la fuente de la violación, 
amparo contra un específico acto estatal que viole los derechos, como son las sentencias y 
actos judiciales, sin duda, contraría la Convención, siendo igualmente campo propicio para 
el ejercicio del control de convencionalidad, por parte de la Corte Interamericana y de los 
jueces y tribunales nacionales.  

                                                                                                                                                                         
58  Véase Samuel B. Abad Yupanqui, El proceso constitucional de amparo, Gaceta Jurídica, Lima 2004, pp. 327, 330. 
59  Véase Allan R. Brewer-Carías, Instituciones Políticas y Constitucionales, Vol. V, Derecho y Acción de Amparo, 

Universidad católica del Táchira, Editorial Jurídica Venezolana, San Cristóbal-Caracas 1998, pp. 263 ss. 
60  Véase Joaquín Brague Camazano, La Jurisdicción constitucional de la libertad (Teoría general, Argentina, México, 

Corte Interamericana de Derechos Humanos), Editorial Porrúa, México 2005, p. 98. José Luis Lazzarini, El juicio 
de amparo, Editorial La Ley, Buenos Aires, 1987, pp. 218–223; Alí Joaquín Salgado, Juicio de amparo y acción de 
inconstitucionalidad, Astrea, Buenos Aires 1987, p. 46. 

61  Véase Rubén Hernández Valle, Derecho Procesal Constitucional, Editorial Juricentro, San José 2001, pp. 45, 206, 
223, 226. El único caso en el cual se ha planteado a nivel internacional la cuestión de la inconvencionalidad del 
artículo 31.b de la Ley de la Jurisdicción Constitucional costarricense fue declarado inadmisible por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos porque el derecho que se había alegado como violado por el Estado no era un 
derecho establecido en la Convención Americana sino de orden interno (derecho a jubilación de un funcionario 
público). Véase el Informe 85/98. caso 11.417, Gilbert Bernard Little vs. Costa Rica, punto resolutivo 2. Véase la 
referencia en Anamari Garro, La improcedencia del recurso de amparo contra las resoluciones y actuaciones 
jurisdiccionales del Poder Judicial a la luz de la Constitución costarricense y del artículo 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, Tesis para optar al grado de Doctor en Derecho, Universidad de los Andes, 
Santiago de Chile 2012 (Versión mimeografiada), p. 271, Nota 983.  

62  Véase Juan Manuel Errazuriz G. y Jorge Miguel Otero A., Aspectos procesales del recurso de protección, Editorial 
Jurídica de Chile, Santiago, 1989, p. 103. No obstante, algunos autores consideran que el recurso de tutela es 
admisible contra decisiones judiciales cuando son pronunciadas en forma arbitraria y en violación de los derechos al 
debido proceso. Véase Humberto Nogueira Alcalá, “El derecho de amparo o protección de los derechos humanos, 
fundamentales o esenciales en Chile: evolución y perspectivas,” en Humberto Nogueira Alcalá (Editor), Acciones 
constitucionales de amparo y protección: realidad y perspectivas en Chile y América Latina, Editorial Universidad 
de Talca, Talca 2000, p. 45. 

63  Véase Eduardo Jorge Prats, Derecho Constitucional, Vol. II, Gaceta Judicial, Santo Domingo 2005, p. 391. En la 
Ley de Amparo de 2006 se excluía expresamente de la acción de amparo, a las decisiones judiciales  (art. 3.a). 

64  Véase Hernán Salgado Pesantes, Manual de Justicia Constitucional Ecuatoriana, Corporación Editora Nacional, 
Quito 2004, p. 84. 

65  Véase Luis Alberto Viera, Ley de Amparo, Ediciones Idea, Montevideo 1993, pp. 50, 97. 



Sin embargo, en esta materia, puede decirse que la Corte Interamericana dejó pasar la 
oportunidad de realizar el control de convencionalidad respecto de la inconvencional 
negación de la acción de amparo contra decisiones de los órganos judiciales en Ecuador. El 
tema se planteó específicamente en la sentencia del caso Acosta Calderón vs. Ecuador de 
24 de junio de 2005, ante el alegato de los representantes de las víctimas de que en 
Ecuador, aún “con las reformas constitucionales de 1996 y 1998, el ejercicio de la garantía 
del amparo no se encuentra asegurado en concordancia con la norma del [artículo] 25 de la 
Convención, pues prohíbe de manera expresa que se interpongan acciones de amparo en 
contra de las providencias judiciales.”66 La Corte Interamericana, sin embargo, en lugar de 
entrar a realizar el control de convencionalidad en este importante aspecto, se limitó a 
señalar que no se pronunciaba sobre las alegaciones de los representantes pues “dichas 
reformas no se enmarcan dentro de los presupuestos del presente caso”67  

El tema del amparo contra decisiones judiciales, en todo caso, requiere que el amparo 
esté configurado como un amparo difuso en el sentido de que los tribunales llamados a 
conocer de las acciones de amparo sean en general los de todo el orden judicial, de manera 
que el amparo se pueda intentar ante el juez superior a aquél que dicta el acto lesivo. En 
Venezuela, por ejemplo, el amparo se intenta en principio ante los jueces de primera 
instancia, por lo que los jueces competentes para conocer de la acción de amparo son los 
tribunales superiores. En sistemas de amparo concentrado en un solo tribunal, como es el 
caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Costa Rica, que es la 
que tiene competencia exclusiva para conocer de las acciones de amparo, sería 
prácticamente imposible implementar el amparo contra decisiones judiciales (en la 
actualidad excluida en la Ley de la jurisdicción Constitucional), pues de hacerse sin 
descentralizar el amparo colapsaría completamente la Sala Constitucional.  

IV.EL AMPARO CONTRA ACTOS DE OTROS ÓRGANOS 
CONSTITUCIONALES  
Aparte de los actos de las ramas legislativa, ejecutiva y judicial, el principio de la 

separación de los poderes ha dado origen en el derecho constitucional latinoamericano 
contemporáneo a otros órganos del Estado independientes de dichas clásicas tres ramas del 
Poder Público. Este es el caso de los cuerpos u órganos electorales encargados de dirigir los 
procesos electorales; de las oficinas de Defensoría del Pueblo o de los Derechos Humanos; 
de las entidades fiscalizadoras o Contralorías Generales; y de los Consejos de la Judicatura 
o de la Magistratura establecidos para la dirección y administración de las cortes y 
tribunales.  

Debido a que dichos órganos emanan actos estatales, los mismos, al igual que sus 
hechos y omisiones, pueden ser objeto de acciones de amparo cuando violen derechos 
constitucionales. No obstante, algunas excepciones también han sido establecidas para 
negar la admisibilidad de acciones de amparo, por ejemplo, contra los cuerpos electorales 
como sucede en Costa Rica (art. 30,d),68 Ecuador (art. 42.7), México (art. 73,VII),69 

                                                        
66  Véase sentencia del caso Acosta Calderón vs. Ecuador de 24 de junio de 2005, Serie C 129 (Párr. 87.f), en 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_129_esp1.pdf 
67  Ídem. Párr. 98 
68  Véase Rubén Hernández Valle, Derecho Procesal Constitucional, Editorial Juricentro, San José 2001, pp. 228–229. 

Otras materias decididas por el Tribunal Supremo de Elecciones como nacionalidad, capacidad o estado civil son 
materias sujetas al control jurisdiccional mediante el amparo. Véase José Miguel Villalobos, “El recurso de amparo 
en Costa Rica,” en Humberto Nogueira Alcalá (Editor), Acciones constitucionales de amparo y protección: realidad 
y perspectivas en Chile y América Latina, Editorial Universidad de Talca, Talca 2000, pp. 222–223. 



Nicaragua (art. 51,5), Panamá (art. 2.615),70 y Uruguay (art. 1,b). Eta exclusión, 
igualmente, es campo propicio para el ejercicio del control de convencionalidad, para 
adecuar estas normas a la Convención Americana. 

Ello por lo demás, fue lo que ocurrió en el Perú, respecto del artículo 5.8 del Código 
Procesal Constitucional que excluía la acción de amparo contra las decisiones del Juzgado 
Nacional de Elecciones. Esta norma fue objeto de control de convencionalidad por parte del 
Tribunal Constitucional el cual la anuló invocando el carácter vinculante de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana, incluidas sus opiniones consultivas.71 

Sin embargo, en el Perú subsiste otra exclusión respecto de los recursos de amparo 
cuando se ejerzan contra actos del Consejo de la Magistratura mediante los cuales se 
destituya o ratifique a los jueces (art. 5,7) dictados en forma debidamente motivada y con 
previa audiencia del interesado.72 

En esta materia, en todo caso, debe mencionarse el ejercicio del control de 
convencionalidad que ejerció la Corte Interamericana respecto de la exclusión del recurso 
de amparo o protección judicial efectiva contra actos de algunas autoridades electorales en 
Nicaragua. Se trata del caso Yatama vs. Nicaragua de 23 de junio de 2005, en el cual la 
Corte Interamericana, después de constatar que el Consejo Supremo Electoral de Nicaragua 
en un proceso electoral de 2000 no había respetado las garantías del debido proceso del 
partido Yatama al rechazarle la presentación de candidatos a las elecciones, afectando el 
derecho a la participación política de los candidatos (párr. 160-164), constató que el Estado 
había violado el derecho a la protección judicial o amparo establecido en el artículo 25.1 
por impedirse en el orden interno la recurribilidad de los actos del Consejo Nacional 
Electoral. La Corte Interamericana consideró, en esencia, que “la inexistencia de recursos 
internos efectivos coloca a las personas en estado de indefensión” de manera que “la 
inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones de los derechos reconocidos por 
la Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte,”73 para lo cual 
reiteró su doctrina de que la existencia de la garantía prevista en el artículo 25.1 de la 
Convención consistente en “la posibilidad real de interponer un recurso,” en los términos de 
dicha norma, “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, 
sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la 
Convención.” 74 

                                                                                                                                                                         
69  Véase Eduardo Ferrer Mac-Gregor, La acción constitucional de amparo en México y España. Estudio de derecho 
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70  Véase Boris Barrios González, Derecho Procesal Constitucional, Editorial Portobelo, Panamá 2002, p. 161. 
71  Véase sentencia del Tribunal Constitucional del Perú de 19 de junio de 2007 dictada en el caso Colegio de Abogados 
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72  Véase Samuel B. Abad Yupanqui, El proceso constitucional de amparo, Gaceta Jurídica, Lima 2004, p. 126. 
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Pasó luego la Corte Interamericana, al analizar la situación en Nicaragua, a constatar que 
de acuerdo con la Constitución Política, contra los actos del órgano de mayor jerarquía del 
Poder Electoral, el Consejo Supremo Electoral (artículo 129), “no habrá recurso alguno, 
ordinario ni extraordinario” (artículo 173.14), lo que recoge la Ley de Amparo al disponer 
que el recurso de amparo no procede “contra las resoluciones dictadas en materia electoral” 
(artículo 51.5), admitiéndose sólo conforme a la ley Electoral el recurso de amparo contra 
las “resoluciones definitivas que en materia de partidos políticos dicte el Consejo Supremo 
Electoral” (artículo 76).75Por tanto, intentado como fue el caso sometido a su conocimiento 
un recurso de amparo contra una decisión del Consejo Supremo Electoral, la Sala de lo 
Constitucional de Nicaragua resolvió declararlo “improcedente in limine litis con 
fundamento en que no tenía competencia para conocer en materia electoral.” 76 

En esta situación la Corte Interamericana comenzó por afirmar que si bien la 
Constitución de Nicaragua establecía la irrecurribilidad de las resoluciones del Consejo 
Supremo Electoral en materia electoral, ello no puede significar “que dicho Consejo no 
deba estar sometido a controles judiciales, como lo están los otros poderes del Estado;” 
afirmando, con razón, que “las exigencias derivadas del principio de independencia de los 
poderes del Estado no son incompatibles con la necesidad de consagrar recursos o 
mecanismos para proteger los derechos humanos.”77 De manera que, puntualizó la Corte, 
“independientemente de la regulación que cada Estado haga respecto del órgano supremo 
electoral, éste debe estar sujeto a algún control jurisdiccional que permita determinar si sus 
actos han sido adoptados al amparo de los derechos y garantías mínimas previstos en la 
Convención Americana, así como las establecidos en su propia legislación, lo cual no es 
incompatible con el respeto a las funciones que son propias de dicho órgano en materia 
electoral.” De la carencia en ese caso, del recurso sencillo y rápido, tomando en cuenta las 
particularidades del procedimiento electoral, concluyó la Corte “que el Estado violó el 
derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25.1 de la Convención 
Americana, en perjuicio de los candidatos propuestos por Yatama para participar en las 
elecciones municipales de 2000, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma” 78 

El control de convencionalidad efectuado por la Corte Interamericana ante la 
irrecurribilidad mediante la acción de amparo de los actos del Consejo Supremo Electoral, 
lo que consideró como una violación del artículo 25.1 de la Convención, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la misma, condujo a la Corte a requerir del Estado: 

“que adopte, dentro de un plazo razonable, las medidas legislativas necesarias para 
establecer un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo que permita controlar las 
decisiones del Consejo Supremo Electoral que afecten derechos humanos, tales como 
los derechos políticos, con observancia de las garantías legales y convencionales 
respectivas, y derogue las normas que impidan la interposición de ese recurso.”79 

Debe mencionarse que en este aspecto, el juez Alejandro Montiel Argüello en un Voto 
Disidente de la misma sentencia, materialmente se limitó a constatar que la inconvencional 
exclusión de los “recursos de amparo en cuestiones electorales” en el ordenamiento jurídico 

                                                        
75  Idem, Párr. 171 
76  Idem, Párr. 172 
77  Idem, Párr. 174 
78  Idem, Párr. 175, 176.  
79  Idem, Párr. 254 



de Nicaragua, ocurría “al igual que lo hacen las legislaciones de muchos otros países y 
también son muchos los países que al igual que Nicaragua excluyen del recurso de amparo 
las resoluciones judiciales por considerar que los recursos ordinarios son suficientes para 
garantizar los derechos humanos.”80 

Ello, en lugar de legitimizar la restricción nicaragüense lo que pone en evidencia es que 
en esos otros países la normativa también es violatoria de la Convención Americana, 
debiendo corregirse mediante el control de convencionalidad. 

V.  EL AMPARO CONTRA LAS OMISIONES DE ENTES PÚBLICOS  
Aparte de los actos o acciones positivas de funcionarios o autoridades públicas o de 

individuos, el recurso de amparo también puede incoarse contra las omisiones de las 
autoridades cuando las correspondientes entidades o funcionarios públicos no cumplen con 
sus obligaciones generales, causando daño o amenazando los derechos constitucionales.  

En estos casos de las omisiones de funcionarios públicos, la acción de amparo contra los 
mismos es admitida en general en América Latina, de manera de obtener, de parte de un 
tribunal, una orden dirigida contra el funcionario público obligándole a actuar en el asunto 
respecto del cual tiene autoridad o jurisdicción. 

En todo caso, para que una omisión pueda sea objeto de una acción de amparo, debe 
infligir un daño directo al derecho constitucional del recurrente. Si en cambio se tratase de 
un derecho de rango legal, en algunos países como Venezuela, la acción de amparo será 
inadmisible estando la parte afectada obligada a utilizar los recursos judiciales ordinarios, 
como el recurso contencioso-administrativo por carencia u omisión.81 A fin de determinar 
cuándo sea posible intentar la acción de amparo contra las omisiones de los funcionarios 
públicos, el elemento clave establecido por los tribunales en Venezuela se ha referido a la 
naturaleza de los deberes de los funcionarios públicos, de manera que la acción de amparo 
sólo es admisible cuando la materia haga referencia a un deber constitucional en general del 
funcionario, y no a deberes específicos conforme a una ley.  

 

                                                        
80  Idem, Voto Disidente, Párr. 7 
81  Véanse las decisiones de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político-Administrativa del 5 de noviembre de 

1.992, caso Jorge E. Alvarado, en Revista de Derecho Público, Nº 52, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1992, 
p. 187; y 18 de noviembre de 1.993 en la Revista de Derecho Público, Nº 55-56, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 1993, p. 295. 


